Carátula 


(Ingresa a Sala el señor Comisionado Parlamentario) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Prosiguiendo con la reunión, damos la bienvenida al Comisionado 
Parlamentario, doctor Álvaro Garcé, en el marco de la presentación de su informe anual 
correspondiente al año 2007. Escucharemos las reflexiones que nos quiera brindar acerca de ese 
informe y las respuestas que nos pueda dar sobre las preguntas que los integrantes de esta Comisión 
le formulemos. 


SEÑOR GARCÉ.- Buenas tardes. Siempre digo que para mí es un gusto estar en esta Comisión, 
poder reportar los resultados de la tarea y, en este caso, hacerlo respecto a todo el trabajo consignado 
en el “Informe de actuación y evaluación del Sistema Penitenciario Nacional 2007”. 


Mi exposición va a constar de tres partes. En primer lugar, haré referencia a aspectos que 
tienen que ver con la planificación inmediata del trabajo y con el relacionamiento del Comisionado 
Parlamentario con el Ministerio del Interior, esta Comisión, la Asamblea General y la opinión pública. En 
segundo término, quiero hacer una serie de precisiones sobre algunos aspectos que fueron debatidos 
en la pasada sesión, a la cual asistieran la señora Ministra del Interior y su asesora. Y en tercer lugar y 
a cuenta de un mejor desarrollo, quiero plantear determinadas cuestiones técnicas -por lo menos, las 
principales- que han sido cuestionadas en el informe recientemente presentado. 


En lo que tiene que ver con la planificación del trabajo, hemos acordado con la señora 
Presidenta —y me consta que lo ha informado— un sistema de informes mensuales a la Comisión. Sin 
perjuicio del informe anual que la ley prevé, nos ha parecido importante reportar en forma mensual el 
resultado del trabajo y como los pactos deben ser cumplidos —“pacta sunt servanda”, decían los 
romanos—, antes de fin de mes vamos a estar presentando el primer informe, que será trimestral. 
Enero y febrero fueron meses de receso; marzo ha sido el mes de la presentación del informe 
correspondiente a 2007 y, por lo tanto, en abril, haremos la presentación correspondiente a enero, 
febrero y marzo; en mayo presentaremos abril, y así sucesivamente hasta el informe anual. 


Ahora me voy a referir a la segunda cuestión de este aspecto preliminar de la exposición, es 
decir, al relacionamiento con el Ministerio del Interior, con esta Comisión, con la Asamblea General y 
con la opinión pública. 


Luego de la pasada sesión, la señora Ministra del Interior tuvo la gentileza de llamarme por 
teléfono, me invitó a conversar y me propuso que habláramos en forma extensa, muy a fondo, cosa 
que ocurrió. Naturalmente que tratándose de una conversación privada, hay aspectos que quedarán 
reservados, pero quiero comentar algunas de las conclusiones que extraje de ese diálogo. Me parece 
claro que a esta altura hay algunas coincidencias —por supuesto, hablo desde el punto de vista 
técnico; no hace falta decir que soy técnico y que no estoy en carrera política— que tienen que ver con 
el común propósito de mejorar el sistema penitenciario, las condiciones de vida de los reclusos y del 
trabajo de los guardias. También hay diferencias técnicas que, a mi juicio, se resumen en la apreciación 
de lo que ha ocurrido desde el 2005 a la fecha; en la medida en que tenemos alguna diferencia de 
apreciación de lo que ha pasado en este período, esas diferencias se proyectan en el futuro inmediato. 
Me parece natural y bueno que existan discrepancias; es algo natural porque ocurre en la región y en 
todo el mundo. Cada vez que hay una evaluación sobre el sistema penitenciario, es natural que las 
autoridades que lo rigen tengan una particular valoración de cuáles son los avances y los resultados de 
la gestión y que un auditor independiente, técnico en este caso que reporta al Parlamento, pueda tener 
matices. Esa discrepancia, que es natural, a mi juicio puede llegar a ser muy buena si es procesada en 
la cancha grande, si es procesada técnicamente, si no se personaliza la discusión y si, además, de la 
discusión surgen elementos que permitan acercar las soluciones. Digo esto porque creo que el disenso 
no es grave. Estuve leyendo con mucha atención toda el acta de la pasada sesión, y en algún 
momento fue planteado en términos de gravedad que mientras el Ministerio sostiene una cosa, el 
Comisionado dice otra. Me parece natural y bueno que eso ocurra. Bueno sería que no hubiera 
discrepancia. El tema es para qué discrepamos y cómo procesamos ese disenso; bienvenida la 
discrepancia; ese es el mejor concepto que resume la conversación que tuve esta semana con la 
señora Ministra del Interior. 


Respecto al relacionamiento con la Comisión, es obvio que no tengo potestades —no me 
corresponde, ni lo haré— para decir a sus miembros lo que tienen que hacer. Del mismo modo, en la 
medida en que no estoy sujeto a mandato imperativo, tampoco la Comisión podría indicarme lo que 


tengo que hacer. Lo planteo, señora Presidenta, en el tono más constructivo posible y entre 
compañeros de trabajo que, en definitiva, lo son, porque ustedes son, señoras Legisladoras y señores 
Legisladores, mis mandantes y yo soy el mandatario que está cumpliendo accidentalmente un mandato 
a término. Creo que en ese plano el relacionamiento tiene que mantenerse dentro de pautas del mayor 
respeto posible. Con esto quiero decir que me pareció que en algún pasaje, comentario o juicio sobre 
la tarea personal y de la institución, se estaba desvalorando -ya no dentro de lo que es la crítica, que 
asumo; no tengo problemas en hacerlo-, de alguna manera, la actuación personal y técnica de la 
oficina. En ese sentido, digo con toda franqueza que en estos tres años hemos hecho bastante más 
que ocuparnos de algún interno en particular; hemos hecho más que poner muchas veces en riesgo 
nuestra seguridad personal como, por ejemplo, cuando en una cárcel del interior, casualmente, saltó la 
llave de la luz y me quedé a oscuras con los reclusos, un sábado, alrededor de las 20 horas, o cuando 
algunas de mis asesoras han tenido que ser internadas porque se sospechaba que tenían la bacteria 
resistente. Quiere decir que hemos hecho algo más que preocuparnos de casos individuales y algo 
más que ponernos en riesgo; hacemos esta tarea con mucha vocación y cariño y hemos tratado de 
establecer criterios generales. 


En el Informe 2005-2006 hay 27 recomendaciones generales mientras que en este hay 20. O 
sea que no nos hemos quedado en la anécdota, en el día a día, sino que hemos tratado de plantear 
los temas con más perspectiva. Me consta que no solamente hemos hecho crítica, sino que también 
hemos aportado soluciones, que podrán ser compartidas o no. Hemos hecho un especial hincapié en 
eso. 


Por otro lado, aquí se ha dicho que el Comisionado rindió cuentas primero ante la prensa que 
ante los Legisladores y Legisladoras. Asumiendo que estoy sujeto a crítica, creo que esa es una crítica 
injusta, porque yo no rendí cuentas ante los medios, sino que entregué a la señora Presidenta de esta 
Comisión el Informe y luego fue distribuido a través del correo electrónico y de copias en papel a todos 
los demás integrantes. Sé que hubo alguna dificultad en la distribución, pero hicimos el esfuerzo para 
que ninguno de los integrantes de esta Comisión tomara conocimiento de esto a través de la prensa. 
Es más; mediaron algo así como cinco o seis días entre el momento en que fue distribuido el Informe a 
esta Comisión y la oportunidad en que toma conocimiento la opinión pública. Cabe aclarar que antes 
de que ocurriera esto último, el Informe fue distribuido por correo electrónico al resto de la Asamblea 
General. Establecimos, además, una cierta jerarquización en la entrega del material: primero a la 
Comisión y luego al resto de la Asamblea General, mediando un fin de semana para el estudio. 


En tercer lugar, dentro de esta consideración preliminar, que abreviaré porque hay muchas 
cosas para decir, quiero hacer una reflexión sobre la actividad pública y privada que compete a todo 
“ombudsmar”, y como la naturaleza jurídica de todo Comisionado Parlamentario se corresponde con la 
de esa institución, voy a decir lo siguiente. Hay temas que, naturalmente, son reservados. En este 
momento, precisamente, en mi oficina se están tratando seis o siete temas con carácter reservado, 
silencioso, como lo pide la ley, pero algunas cuestiones necesariamente requieren la intervención 
pública. Recuerdo haber conversado con la señora Presidenta -ahora lo comparto con toda la 
Comisión- en ocasión de una crisis de seguridad que hubo entre el 6 y el 10 de junio del año pasado en 
el COMCAR -recuerdo que fue un momento muy delicado-, en la que muchos de los mensajes que 
hacíamos llegar a los internos eran enviados por intermedio de la prensa; no le estábamos hablando 
tanto a la opinión pública como sí a las personas privadas de libertad en ese momento. En aquella 
circunstancia, les decíamos que la Dirección estaba dando muestras de flexibilidad y por ello pedíamos 
a los internos que de alguna manera correspondieran a esto. Y no hubo una catástrofe; lo que hubo, en 
definitiva, fue un manejo público del tema -asumí el riesgo de hacerlo-, en el entendido de que era el 
mejor aporte que se podía hacer en esa situación crítica. 


Entiendo que una institución como la del “ombudsman” -y, reitero, el Comisionado 
Parlamentario lo es por las facultades, por la forma de su elección, por el contenido y el alcance de las 
recomendaciones que puede hacer-, respecto al Estado, es un controlador y un fiscalizador y en 
relación con la opinión pública, es un agente de información. Como señalaba hace un rato, no estamos 
en carrera política, sino que tenemos una tarea técnica, y el marco teórico que la guía es el concepto 
de ciudadanía responsable, que tiene que ver con el contralor del Estado. La noción de transparencia y 
ciudadanía responsable ha sido abordada en un trabajo que compilaron Pablo Mieres y José Rilla, del 
cual soy coautor, y que es una edición del CLAEH del año pasado. No voy a invocar conceptos de mi 
autoría, pero sí quiero hacer un repaso de algunas ideas que planteó el doctor Heber Gatto quien, en 
un pasaje de ese libro, dice que el concepto de ciudadanía responsable alude a un tema nada menor 
que, por supuesto, tiene mucho que ver con esta institución del “ombudsman”. El instituto del 
“ombudsman” es absolutamente impensable sin una democracia porque supone algo básico: la 
intermediación, el “mediateur” francés. El “ombudsman” es precisamente eso, un hombre cuyas 


funciones son intermediar entre el Estado y la sociedad civil, aportándole a esa sociedad información y 
esclarecimiento para, a través de la opinión pública, controlar al Estado. Esa es su función básica: 
controlar al Estado intermediando y controlando a la opinión pública. Si las condiciones de la 
modernidad hacen imposible la democracia directa, si ese es un sueño que hace 2.000 años era 
posible pero que ahora ya no lo es en ningún Estado moderno, entonces la función de la opinión 
pública, como dice Júrgen Habermas, es fundamental para nutrir a la democracia y darle sustancia a 
una sociedad civil vigilante, activa, informal y capaz de emitir juicios con fuerza respecto a la actuación 
del Estado. 


Concluyo con este párrafo que dice que la opinión pública es básica para una democracia, 
mucho más si tenemos una democracia deliberativa, donde a las decisiones mayoritarias se llegue 
después de un intercambio ilustrado de información entre los ciudadanos. En ese aspecto, en ese 
carácter, el papel del “ombudsman” es muy importante, no sólo controlando, sino influyendo a los 
órganos del Estado controlados por su competencia, ilustrando a la ciudadanía, informando año a año 
al Parlamento sobre su gestión, o a la Junta Departamental, en el caso del “ombudsman” 
departamental, haciéndolo extraordinariamente si hay mérito para ello. 


¿Qué quiero decir con esto? Me parece -en la línea que planteaba el doctor Gatto, siguiendo 
a Habermas- que una opinión pública fuerte es esencial en un mecanismo de democracia 
representativa. Y si en ese sistema de democracia representativa se ha dado alguna institución 
“ombudsman”, señora Presidenta, creo que la voz de la institución, una vez que ha sido creada, no 
puede silenciada o llamada a silencio. 


Quiero cerrar esta primera parte introductoria con una noticia y una reflexión. 


Con respecto a la noticia, puedo decir que en los últimos meses hemos tenido un intercambio 
sumamente provechoso con el psicólogo Fernando Rodríguez, Defensor del Vecino del departamento 
de Montevideo. Precisamente, hemos mantenido un doble intercambio, personal e institucional, que 
nos ha venido muy bien a los dos. Ahora bien, la reflexión, que corre por mi cuenta, que es personal y 
que no involucra la opinión del señor Defensor del Vecino, es la siguiente. Creo que muchas de las 
reflexiones que han tenido lugar luego de la presentación del segundo informe del Comisionado 
Parlamentario, en algo se asemejan a las reacciones que en el ámbito departamental despertara el 
primer informe de actuación del señor Defensor del Vecino. 


Entonces aquí hay dos conclusiones posibles: o últimamente se han elegido a dos personas 
que son irresponsables y que son imprudentes en sus juicios y en sus actuaciones -en todo caso, 
reitero que estoy sujeto a la crítica, aunque no lo creo con respecto al psicólogo Rodríguez, y me 
parece que he sido sumamente prudente en mis planteos-, o la institucionalidad en este punto está 
teniendo dificultades para aceptar la irrupción de dos actores que son nuevos. 


Señora Presidenta: entiendo que este momento, antes de entrar al fondo del informe, en 
tanto estamos en la mitad de un período -al comienzo de mi informe mencioné la simbología del 
mediodía o de la mitad del camino-, es el indicado para hablar; más que nunca es el momento para 
hacerlo. Lo digo porque ha pasado suficiente tiempo desde que empezó la tarea y porque queda buen 
margen todavía para corregir, para acordar, si fuera necesario, y para rectificar rumbos. 


SEÑOR ABDALA.- He interrumpido al señor Comisionado en este momento porque advierto que se va 
a adentrar en los temas de fondo y creo que es aquí donde debo hacer un alto en el camino. 


En realidad, estamos todos haciendo una experiencia nueva con su tarea. Está buena la 
exploración y el ejemplo que ha dado del Defensor del Vecino, porque también es interesante. 


Es cierto que la naturaleza jurídica del Comisionado Parlamentario no es la de un 
“ombudsmar” cien por ciento, porque en general tiene un grado de autonomía e independencia que, en 
el caso de este Comisionado Parlamentario, tal como nace -tengo bien la secuencia jurídica del 
nacimiento de la norma porque conocí los tres proyectos de Díaz Maynard y fui viendo las mutaciones- 
es relativamente distinto. Como dice el Comisionado Parlamentario, hay un nivel de vinculación entre 
el mandante y el mandatario, pero cuando uno mira la figura del “ombudsman” clásico, no es 
exactamente igual. De cualquier manera, está buena la aproximación realizada. 


Por otra parte, quiero ser muy franco con el Comisionado Parlamentario y decirle que está en 
un escenario donde tirios y troyanos siempre van a estar en un nivel de conflicto. Entonces, si habla 
bien del Gobierno en algunas cosas, éste lo va a felicitar; pero si habla mal, la oposición hará lo propio. 
En realidad, lo que tiene que hacer es cumplir la función con independencia técnica o como sienta que 
la debe cumplir. No va a haber nunca unanimidades hacia el Comisionado Parlamentario. ¡Bienvenido 
al club! Es imposible que haya unanimidades porque, inevitablemente, su función tiene un aspecto 
técnico, pero también un elemento político. El Gobierno pretende defender la gestión gubernamental en 
el ámbito donde usted analiza, critica, opina y verbaliza y la tendencia de la oposición, en general, es a 
funcionar en el escenario del contralor. Vuelvo a decirle: ¡bienvenido al club! 


Me parece que de lo que se trata es de que todos nosotros tengamos la tranquilidad de que 
usted está actuando con independencia técnica; yo la tengo, y se lo digo mirándolo a la cara. No he 
hablado con todos los compañeros, pero creo que la inmensa mayoría de los colegas saben que usted 
actúa técnicamente con independencia, no sesgando la cancha para un lado o para el otro. 


Lo que sí es cierto es que todavía nos hace falta aceitar el andamiaje de funcionamiento; me 
refiero a elementos que tienen que ver con la reglamentación, etcétera. 


El otro día, cuando se presentó el informe, en determinado momento parecía como que eran 
dos mundos distintos, y le decía -aclaro que sin picardía- a la señora Ministra que es bueno que haya 
conflicto, pero no tanto cuando, en realidad, usted propende a un objetivo similar al que apunta ella. 
Entonces, yo le preguntaba a la señora Ministra si habla con el Comisionado, y efectivamente, lo hace. 


Como conclusión de mi pequeña intervención digo que siempre va a haber algún pequeño 
nivel de discrepancia, señor Comisionado; eso es inevitable. En realidad, usted debe estar preparado 
para recibir buenamente las críticas de algunos y los aplausos de otros, porque esto es parte inevitable 
del juego. 


De lo que se trata, repito, es de confiar en que usted actúe de buena fe, con sentido prudente 
y responsable; en lo personal, puedo decir que yo confío en ello. Tengo la impresión de que usted no 
“ideologiza” el tema, que es delicado. 


Reitero también que en esto vamos haciendo experiencia entre todos y no me asusta que 
haya discrepancias. Es más, me parece que, como usted bien dice, esto enriquece a la democracia. 


Nada más. Quería dejar dicho esto. 
SEÑOR GARCÉ.- Agradezco al señor Legislador Abdala su aporte. 


Inicio la segunda parte planteando algunas respuestas y precisiones que entiendo necesarias 
ante afirmaciones que se hicieron en la pasada sesión. 


En primer lugar, señora Presidenta, la señora Ministra ha sostenido que se ha enterado del 
informe por la prensa. Realmente lamento que haya sido así, porque puedo decir que antes de que 
tomara estado público el informe, mandé un correo a la asesoría de la señora Ministra; pasaron de 
cinco a seis días desde el envío del correo hasta que el informe tomó estado público. 


De todas formas, me parece importante trabajar mirando hacia el futuro y pulir cosas que se 
puedan mejorar, y no tengo ninguna duda de que las hay. Coincido con el señor Legislador Abdala 
cuando dice que estamos haciendo camino; desde luego que es así. En ese sentido, y en su carácter 
de Presidenta de esta Comisión -al igual que todos sus integrantes-, puede usted tener seguridad de 
que, realmente, tengo la mejor disposición al respecto. 


El otro día mantuve con usted, señora Presidenta, una extensa conversación de la que, 
aunque es privada, quiero hacer mención a algunas notas que tomé en relación a aspectos que me 
planteaba y a diversas preocupaciones; creo que en la medida en que se resuelvan, va a mejorar 
muchísimo el relacionamiento. 


Entonces, del mismo modo en que entiendo que en lo interno hay que pulir determinadas 
cosas, probablemente también suceda lo mismo con el Ministerio del Interior. Tengo claro que, de 
acuerdo con la ley, tengo que presentar el informe ante la Asamblea General por intermedio de esta 
Comisión. Esto no descarta la cortesía, hacia la institución Ministerio del Interior y hacia su titular, de 
enviarle a ella, personalmente, un ejemplar apenas se lo distribuya a los Legisladores. Así lo haré con 
respecto al próximo informe porque eso nos va a evitar problemas posteriores. 


Del mismo modo -y hago en esto un paréntesis-, hablábamos sobre la necesidad de fijar 
pautas más claras acerca de a partir de qué momento pueden hacerse los comentarios públicos de los 
reportes del Comisionado. No hay ningún problema en que los Legisladores, una vez puesto el 
material a su disposición, tengan el tiempo que necesiten para estudiarlo. Me refiero a que quede 
establecido un procedimiento por el cual a partir del tercer, cuarto, quinto o décimo día hábil -para mí 
eso es exactamente lo mismo-, el informe adquiera carácter público. Digo esto porque, de acuerdo con 
la ley de creación del Comisionado -y no quiero eludir el debate sobre la naturaleza jurídica, señor 
Legislador Abdala, pero de repente podemos dejarlo para otro día-, la naturaleza de los informes es 
pública, y tanto es así que se prevé la publicidad del informe general. Entonces, si el informe general 
es público, infiero que todos los informes que hace el Comisionado también lo son. Lo reservado son 
los datos y las actuaciones en el caso concreto, por una razón de seguridad y privacidad de quienes 
están recluidos. 


En segundo lugar, ha afirmado la señora Ministra que, de acuerdo con el informe del 
Comisionado, la única solución para el hacinamiento es la construcción de nuevas plazas. En realidad, 
en el Capítulo VI del informe planteo cuatro recomendaciones que tienen que ver con el hacinamiento. 
Concretamente, las recomendaciones son las siguientes: 


“1) Inmediata provisión de las plazas disponibles en módulo VIl de Com.Car., celdario de E.R.L., cárcel 
de Juan Soler (San José) y chacras policiales. 


2) Generalización de los sistemas abiertos en todo el país, con la implementación de los mismos en los 
Departamentos de Cerro Largo y Maldonado. 


3) Inmediata puesta en práctica de medidas alternativas a la prisión preventiva; ejecución de las 
mismas, para Montevideo y zona metropolitana, en el Centro Nacional de Rehabilitación. 


4) Incorporación de medios técnicos de localización de los beneficiarios de salidas transitorias y 
libertades provisonales y anticipadas, a fin de facilitar la concesión de tales derechos”. 


Por lo tanto, entiendo, señora Presidenta, que no es correcto afirmar que lo único que haya 
propuesto este Comisionado sea la construcción de nuevas plazas. Además, surge del propio tenor del 
informe. 


Por otra parte, en relación con la segunda de las recomendaciones, quiero señalar que hay 
dos departamentos que todavía no tienen chacras. Cerro Largo -y miro al señor Legislador Guarino- 
tiene una cárcel con todas las condiciones como para que haya una excelente chacra allí; quizás la 
extensión del terreno no sea muy amplia, pero la cárcel de Conventos tiene talleres y tiene lugar como 
para que se trabaje la tierra. Ahora, con el cambio de Jefatura, seguramente se pueda avanzar en esa 
dirección. Y Maldonado es el otro departamento que todavía no tiene una chacra, pero me consta -y 
está en el informe, además- que el Comando de la Jefatura de Maldonado, que es uno de los más 
receptivos y abiertos a todos los planteos que realizamos -en realidad, lo son casi todas las Jefaturas, 
pero en este caso hay un nivel de colaboración destacable-, está ahora trabajando en un predio que 
está en la Ruta 12, cerca de la ciudad de Pan de Azúcar, para que el departamento tenga también su 
chacra. 


Más adelante ingresaremos con mucho gusto en la discusión de qué se entiende por 
“plazas”, pero quiero señalar que hemos visto camas libres y contamos 50 en todos estos 
establecimientos. Entonces, si en el COMCAR hoy no puede entrar una persona más -y esta no es una 
apreciación sólo del Comisionado; lo está afirmando, en este momento, la Dirección del 
establecimiento- porque había, al día de ayer, 3.115 reclusos, parece un contrasentido que haya 25 Ó 
30 lugares libres en el Centro 2. En este sentido, le hemos pedido especialmente a la Dirección 
Nacional de Cárceles que hiciera una evaluación, porque estoy seguro de que entre los miles de 
internos que hay en sus establecimientos, hay 30 candidatos de primera como para ir a ese lugar 


abierto. Esta es una recomendación que realizamos el año pasado, y el actual Director Nacional de 
Cárceles la tomó y comenzó un proceso de evaluación. Aumentaron de 30 a 45, pero ya otra vez 
estamos en 32 ó 33. Es decir que hay un problema que se está reiterando. El Centro 2 tendría que 
estar con la capacidad completa, así como todas las chacras. 


Pedimos que el CNR sea el lugar de cumplimiento de las medidas alternativas a la prisión 
preventiva. Soy partidario fervoroso de la modificación de la ley de penas alternativas, pero creo que 
con la ley actual ya se pueden aplicar y existe un lugar de ejecución, porque el CNR se ha postulado 
como lugar de cumplimiento en Montevideo. Es decir que están la ley y la infraestructura; si se modifica 
la ley, mejor, pero ya se puede aplicar ese tipo de medidas alternativas. 


Con respecto a la incorporación de medios técnicos de localización, es algo que ya 
planteamos en el informe anterior. Si los jueces tuvieran la certeza de cómo localizar a los 
beneficiarios, no tengo ninguna duda de que habría muchas más libertades anticipadas. Además, la 
inversión que se requiere, en términos del Presupuesto Nacional, no es desequilibrante, de acuerdo 
con las cifras que hemos podido conocer: con una inversión de US$ 700.000 o US$ 800.000, se 
podría implementar un programa de seguimiento de por lo menos 500 personas, que no es poco. 


En tercer lugar, quiero referirme a la orden de servicio, que menciono con detalle en el 
Mensaje a la Asamblea General en ocasión del Informe. El mismo día que se estaba firmando la orden 
de servicio, advertí a la señora Ministra que iba a fracturar la relación entre el Comisionado y los 
mandos policiales. Además, le comuniqué que el problema no estaba en el texto, sino en la 
interpretación que se iba a hacer. La señora Ministra me prometió estudiar el tema y, de hecho, en este 
momento existe la posibilidad de que se revea dicha orden de servicio. 


En la realidad ocurrió lo que yo le había planteado a la señora Ministra, es decir, se quebró la 
relación que con tanto trabajo habíamos construido, fundamentalmente con algunos Directores de 
establecimientos dependientes de la Dirección Nacional de Cárceles. Algunos funcionarios 
interpretaron la orden de servicio de noviembre del año pasado como “ni un vaso de agua para el 
Comisionado”, y lo que hasta ese momento había sido una buena colaboración, cambió 
completamente. Recibimos respuestas -algunas figuran en el Informe- que eran ilegales, además de 
descorteses, porque la ley sobre el Comisionado establece con toda claridad que los funcionarios 
policiales están obligados a colaborar con la tarea del Comisionado Parlamentario. 


Creo que a partir de la presentación del Informe -me parece bien destacar este aspecto en la 
Comisión- ha habido un cambio. No hemos llegado todavía a los niveles de antes, y quizás nos haga 
falta un encuentro con las jerarquías de la Dirección Nacional de Cárceles -puesto que con las 
Jefaturas no hemos tenido problemas- para conversar con ellas muy francamente. De la misma 
manera que nos dimos esa posibilidad con la señora Ministra -aclaro que lo estamos planteando con la 
misma franqueza ante esta Comisión-, queremos hacer lo propio con las autoridades de la Dirección 
Nacional de Cárceles para que nos puedan decir qué críticas u observaciones tienen respecto de la 
tarea del Comisionado Parlamentario; naturalmente, sin invadir las competencias y facultades 
legalmente fijadas. Del mismo modo, tendré varios puntos para comunicarles -prefiero plantearlos 
primero ante las jerarquías de la Dirección Nacional de Cárceles y luego reportarlos en esta Comisión-, 
que tienen que ver con ciertos aspectos de la tarea y algunas dificultades que todavía no se han 
resuelto. Confío en que a partir de esa conversación se despejen dichos problemas. 


En cuarto término, la señora Ministra del Interior afirma que en el informe no aparece una 
situación como el ingreso de drogas. La Recomendación N* 16 refiere, justamente, a la realización de 
una encuesta de larga escala sobre el VIH Sida, el uso de drogas y comportamientos de riesgo en 
todas las cárceles. Además, en el Mensaje a la Asamblea General el tema está especialmente referido. 
Menciono que en ocasión del Informe 2005 - 2006 pedíamos que se pusiera especial atención en el 
consumo de drogas dentro de las cárceles. Luego vino una misión de las Naciones Unidas que terminó 
planteando más o menos lo mismo que estábamos reclamando. Por lo tanto, sin duda el tema está 
mencionado a texto expreso, tanto al comienzo del Mensaje como en las Recomendaciones. 


En quinto lugar, con respecto a la violencia intracarcelaria, debo decir que en ningún 
momento, ni fuera ni dentro del Informe, he afirmado que al Ministerio del Interior no le importara este 
tema. Insisto en que no hice esa afirmación ni pienso eso. Lo que sí he dicho en el Informe -y ratifico 
ahora- es, en primer término, que la información respecto de los episodios de violencia no es buena ni 
completa y, en segundo lugar, que no todas las situaciones de violencia son reportadas a los Juzgados, 
aspecto en el que creo hay algo de error de procedimiento y, a veces, de omisión ilegal. Digo esto 


porque puede ocurrir que algún guardia desconozca la obligación de reportar un incidente de menor 
cuantía, pero tratándose de incidentes mayores, en los que haya heridos o fallecidos, es evidente que 
se debe dar cumplimiento a la ley. Naturalmente, las situaciones se reportan cuando hay fallecidos, 
pero a veces eso no pasa si hay lastimados; y lo puedo asegurar porque en muchas oportunidades, 
sobre todo en el establecimiento de reclusión de Libertad, he preguntado: “¿Han comunicado esta 
situación al Juzgado Letrado de San José de Primer Turno?” Y constatamos que no lo han hecho. 
Entonces, se produce nuestra intervención, que ciertamente a veces fastidia. Preguntamos: “Señor 
Jefe de Servicio: ¿A qué hora de hoy va a comunicar esto? ¿A qué hora nos va a avisar que ya 
comunicó?”. Muchas de las situaciones son finalmente reportadas al Juzgado, pero ello implica que 
estemos pendientes y haciendo una tarea de seguimiento del tema. 


Quiero mencionar un tercer punto referido a la violencia. Creo que la señora Ministra ha sido 
mal informada en un aspecto: no todas las situaciones de violencia y de muerte en el sistema 
penitenciario han sido aclaradas. En este momento hay algunos presumarios abiertos en Montevideo y 
otros en San José, y nosotros estamos haciendo un seguimiento periódico de esas investigaciones 
porque nos interesan mucho, sobre todo cuando los muertos fueron testigos que en determinado 
momento nos aportaron información clave. Esto ha pasado en más de una oportunidad, aunque no 
digo que haya causalidad en ello. Sí afirmo -y estoy seguro de lo que digo- que más de un testigo que 
en algún momento nos aportó información clave en el penal de Libertad, luego murió en un incidente. 
Reitero que no hablo de causalidad. 


En sexto lugar, se habla de supuestos desequilibrios dentro de las recomendaciones del 
Comisionado. Me parece que es muy importante hablar de esto, y hacerlo en forma extensa hoy con 
ustedes, porque sé que es preocupación de la señora Presidenta y supongo que también de algún 
integrante de esta Comisión. 


Las recomendaciones de este Comisionado son de dos niveles o planos: generales e 
individuales o que refieren a situaciones concretas. Las recomendaciones generales han sido 27 en el 
primer informe y 20 en el segundo, y están separadas de las individuales. Por recomendación 
individual entiendo las de menor cuantía, que se aplican a la situación de una persona en particular o 
de un conjunto de individuos. Por ejemplo, se habla de reparar los techos de los pabellones de la 
cárcel de Tacuarembó o la cocina de la cárcel de Treinta y Tres. Son dos recomendaciones que no 
llegan a ser conceptuales, que refieren a un núcleo determinado de individuos que están privados de 
su libertad y que colocamos dentro de esa nómina. 


En algún momento se ha hablado de la profusión de recomendaciones por parte del 
Comisionado. A mí me llama la atención esa crítica, porque cuando vino la misión de la ONUD dijo que 
la pequeña oficina del Comisionado Parlamentario se había mostrado extremadamente activa, 
haciendo más de un centenar de recomendaciones, y luego agregó que percibía en la actividad de la 
oficina un ejemplo de buena práctica. Por lo tanto, haciendo la debida jerarquización entre temas 
conceptuales o recomendaciones generales, que van al final del informe, y recomendaciones 
individuales, que están consignadas en el transcurso del mismo -así lo hemos hecho en el primero y en 
el segundo-, creo que no hay una sobrecarga de actividad. Este es mi criterio, señora Presidenta; 
buscaré eliminar elementos de fricción con la Administración, pero si hay una misión de la ONUD que 
respalda la actividad técnica de la oficina, creo que no estamos tan errados. 


En séptimo término, se afirma que hubo un incremento de las visitas a partir del momento en 
que fue votada una partida o complemento para remunerar la tarea de campo de los asesores, pero me 
parece que no es así. Creo que es injusto decir esto porque, por un lado, los funcionarios no han 
cobrado -salvo dos que percibieron una liquidación parcial- y, por otro, la causa de nuestra presencia 
permanente en las cárceles radica en nuestro cariño por la tarea y en la vocación y contracción a la 
labor que han demostrado los voluntarios que se han incorporado. La cantidad de visitas aumentó y en 
este momento estamos en el entorno de treinta mensuales, pero quisiera el mes que viene, o dentro de 
sesenta días, llegar a cumplir con lo que soñé cuando me eligió la Asamblea General, que era estar por 
lo menos una vez al mes -no personalmente, pero sí por intermedio del equipo- en todos los 
establecimientos de este país. Tomando en cuenta dos visitas semanales al penal de Libertad y al 
COMCAR, visitas semanales a Las Rosas y quincenales a Colonia, Paysandú y Salto -es decir, a las 
cárceles que tienen mayor cantidad de personas privadas de libertad-, estaríamos en el entorno de 45 
ó 50. Con el personal que tenemos en este momento más los voluntarios, lo podemos hacer. Aclaro 
que los voluntarios no han cobrado ni van a cobrar el incentivo, por lo que me parece injusta la 
afirmación. 


En octavo lugar, con respecto al desconocimiento del equipo del Comisionado Parlamentario, 
en el informe figuran claramente los nombres de los asesores y de los voluntarios. Concretamente, en 
el numeral ll del Mensaje a la Asamblea General del Informe 2007 se dice: "Integran la Oficina del 
Comisionado: Olga Alves, Dr. César Baroffio, Dra. Mónica Belando, Dra. Sara Durán, Dr. Fabián 
Martínez, Graciela Riephoff, Lic. Verónica Surroca y María Isabel Viera". 


Continúa diciendo: “Asimismo, en el marco de la Ley de Voluntariado Social, se desempeñan: 
Soledad Pisano, Noel Pirillo, Lic. Alejandro Santágata y Lic. Alejandro Vera, bajo la coordinación del 
Lic. Rolando Arbesún”. Esto es parte del informe; yo comuniqué los nombres y esto tuvo como destino 
el Ministerio del Interior. Entonces, cuando leí la versión taquigráfica de la sesión pasada y noté que se 
decía que yo no había informado y que estaba omiso, creo que no se advirtió esto que fue 
expresamente señalado. 


Con el propósito de contribuir, si la señora Presidenta me permite, quiero decir que la idea de 
los carnés identificatorios fue una sugerencia suya. Me parece muy bien y ya le he pedido al escribano 
Sejas que se confeccionen a la brevedad posible, sobre la base de quienes han sido mencionados en 
el informe porque, realmente, no tengo interés en que se repitan situaciones enojosas, sobre todo en la 
entrada de cada establecimiento. 


En noveno lugar, el informe se cuestionó, ya no por parte de la señora Ministra, sino de su 
asesora, la doctora María Noel Rodríguez, a quien conozco hace bastante tiempo; hemos compartido 
muchas actividades y preocupaciones por el sistema penitenciario, y me consta su buena fe. En 
determinado momento dice la señora asesora que le parecía bastante complejo que el informe pudiera 
estar en el mes de diciembre, cuando la información la pedí en enero. Luego de la sesión tuve una 
conversación con la doctora Rodríguez donde le planté mi extrañeza y mi disgusto frente a algunas de 
sus afirmaciones, y entiendo que así como algunos aspectos fueron ya debidamente aclarados con la 
señora Ministra, también lo fueron con la señora asesora. Creo que la asesora de la señora Ministra no 
puede saber si yo tengo pronto el informe o no, salvo que me acompañe a las visitas de campo o 
integre mi oficina. Me parece que nadie puede saber cuál es el grado de avance que yo tenía en el mes 
de diciembre. El informe del Comisionado se nutre de los pedidos de informes que hacemos, pero 
también de todos los datos que relevamos en las visitas de campo, y las que hicimos a 
establecimientos de la Dirección Nacional figuran todas reportadas. Por lo tanto, ya teníamos bastante 
acopio de información al mes de diciembre, aunque es real que los oficios -que en el año 2006 nos 
llegaron con la mayor velocidad- y la recepción de la información fueron mucho más trabados y lentos. 
Puedo decir que de mi parte pondré toda la voluntad necesaria para que no se repita esto en ocasión 
del próximo informe de actuación del año 2008, y espero que también el Ministerio del Interior ponga 
de su parte para poder trabajar y realizar ese informe de la misma manera que lo hice en los años 2005 
y 2006. 


En décimo término, y sobre el tema de las categorizaciones, quiero decir que he dejado para 
el final la parte técnica, que es la más interesante, porque sé que habrá debate y eso es lo más lindo. 
Sobre este tema se ha dicho, en la sesión anterior, que de acuerdo con cierta doctrina -que 
naturalmente conozco- ya no se entiende tan conveniente hablar de primarios, reincidentes, hombres, 
mujeres, procesados o penados. 


En ese sentido, tengo una diferente valoración técnica porque creo que las directrices de 
Naciones Unidas de 1955 no son la única fuente normativa que habla de las categorizaciones; por el 
contrario, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos para nosotros es ley porque fue 
ratificado por la Ley N” 13.751, de 1969. En el literal a) del numeral 2, del artículo 10, se dice que las 
personas privadas de libertad tienen que ser categorizadas entre procesados y condenados. Entiendo 
la utilidad y el valor de la doctrina como elemento de información, pero nuestra fuente es la legislación 
y, en cuanto ley, a nosotros nos obliga este Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que 
mantiene dicha categorización básica. Además, creo que en la medida en que un procesado es un 
inocente sujeto a proceso judicial, no debería estar en contacto con alguien que ha sido investigado y 
reputado culpable de delito; no deberían estar mezclados. Asimismo, los primarios no deberían estar 
mezclados con los reincidentes, y no estoy apuntando a que unos sean buenos y otros malos. 


En ocasión de las recomendaciones, planteamos la conveniencia de la incorporación de 
educadores sociales, sobre todo para trabajar con primarios. Si se trabajara con ellos en forma 
específica en los establecimientos, a través de educadores sociales -por ejemplo, en las cárceles de 
Paysandú o de Salto, que funcionan realmente muy bien-, como ocurre en el CNR, seguramente los 
primarios no internalizarían los códigos carcelarios y la posibilidad de reincidencia sería mucho menor. 


No alcanza con ponerlos en el módulo V del COMCAR, separados del resto, sino que hay que hacer 
un trabajo específico, que se puede realizar a partir de la categorización. 


En undécimo lugar, me voy a referir al concepto de plaza. Técnicamente es un concepto 
jurídico indeterminado y no hay una definición precisa. Sin embargo, no estoy de acuerdo en que sea 
un concepto tan relativo como me parece se planteó en la última sesión; creo que hay límites. Las 
plazas se pueden redistribuir. Como generalmente acontece, si se aumenta la cantidad de camas, se 
incrementa el número de plazas. No digo que esto esté bien o mal; personalmente, tengo algunos 
reparos y me parece que no es la vía correcta, pero ocurre. Reitero que hay un límite normativo. 
Cuando se pone demasiada gente, aumentando las plazas dentro de un metraje que no se incrementa, 
nos encontramos con una dificultad y con una valla técnica que es la de que no se puede dar a ninguna 
persona privada de libertad un trato cruel, inhumano o degradante. Quiere decir, entonces, que el 
concepto de plaza no es tan elástico y, para nosotros, posee determinados límites normativos. En ese 
sentido, me parece muy bueno repasar un fragmento de lo que señaló el Director de ILANU, don Elías 
Carranza, que fue citado en la anterior sesión. Dice así: "Cabe notar que la densidad carcelaria real 
suele ser mayor que la que surge de las cifras oficiales, ya que es frecuente que las autoridades 
gubernamentales inauguren unidades penitenciarias con determinada capacidad oficialmente definida, 
pero, transcurrido cierto tiempo, ante el apremio de la necesidad de espacio,  remodelen las 
instalaciones reduciendo los espacios comunes y redefiniendo la capacidad para un mayor número de 
personas privadas de libertad. Otras veces, lo que ocurre es que se amplía el número de plazas 
simplemente aumentando el número de camas". Si bien entiendo que el concepto de plazas es relativo, 
no lo es al punto de decir que no hay definición porque, sin lugar a dudas, existen limites normativos. 


En duodécimo lugar, voy a aludir al proyecto de penas alternativas. Me parece que este es 
otro de los aspectos donde vamos -iba a decir "tenemos que" pero, en realidad, lo correcto es decir 
"vamos"- a mejorar la comunicación con el Ministerio del Interior. Recuerdo que hace más de un año la 
señora asesora me envió el texto de un proyecto por mail. Entonces, con el mismo nivel de formalidad, 
le contesté, no recuerdo si por mail o a través de una llamada telefónica. 


Después no volvimos a hablar del tema, a pesar de que nos cruzamos en varias 
oportunidades y compartimos muchísimas actividades. Ahora bien, por la versión taquigráfica me 
entero de que estoy en una especie de mora porque no he devuelto el proyecto con comentarios. 
Quiero decir, con la tranquilidad de haberlo conversado previamente en el Ministerio, que no me gustó 
esa referencia porque sería lo mismo que si yo hiciera una recomendación por mail o por teléfono, y 
luego me cruzara con la señora Ministra, su asesora, o con autoridades del Ministerio, habláramos de 
otros temas, y al año denunciara aquí que hay una recomendación incumplida. Me parece que ese no 
es un procedimiento correcto de comunicación. Entonces, del mismo modo que se me ha pedido -por 
intermedio de la orden de servicios que obliga al Ministerio del Interior, pero que impacta sobre la tarea 
del Comisionado- que todas las recomendaciones y los pedidos de informes se hagan por escrito y 
canalizados por la vía del mando -y he colaborado con su cumplimiento-, considero que vamos a tener 
que mejorar la comunicación para que cuando haya una invitación a colaborar con alguna iniciativa del 
Ministerio -que la aceptaré con todo gusto-, se haga con el mismo nivel de formalidad para evitar estos 
equívocos. 


Finalmente, con relación a las mujeres privadas de libertad, entiendo que la crítica que se 
hizo por parte del Ministerio del Interior a este pasaje del informe es injusto. Creo que mal se puede 
decir que la tarea o la conceptualización del Comisionado Parlamentario apunte a una mayor 
segregación de ellas, cuando es todo lo contrario. Desde el informe pasado, es decir, desde el 
correspondiente a los años 2005 - 2006, venimos reclamando que las mujeres privadas de libertad 
sean incluidas en experiencias de trabajo multidisciplinario como el CNR y, por qué no, en las chacras. 
Esto, reitero, lo recomendamos en el propio informe y pedimos apoyo para una excelente iniciativa de 
la señora Jefa de Policía de Florida, donde se está construyendo -todavía se trata de un proyecto- el 
hogar de la mujer privada de libertad. También considero que en este aspecto hay un error de 
información de parte de la señora Ministra. El proyecto todavía no está implementado y seguramente 
será inaugurado a mitad de año. Tengo entendido que la Casa de la Mujer no está funcionando, pero 
estoy seguro de que constituirá un excelente aporte a partir de mediados de año. De nuestra parte, 
pedimos el apoyo para esta iniciativa y, además, para que se pueda generalizar al resto del país. 


Ya en el tramo final de mi exposición, me voy a referir a algunos aspectos técnicos 
cuantitativos del informe. Es evidente que las diferencias de apreciación con el Ministerio del Interior se 
resumen en lo que ha ocurrido desde el 2005 en adelante. Fundamentalmente, nuestras diferencias se 
presentan sobre cuál ha sido la evolución de la población privada de libertad y cuáles son las 
perspectivas a corto plazo. 


En este sentido, me parece natural que exista una discrepancia por la razón que señalé al 
comienzo de mi exposición. Además de existir una divergencia en la valoración, las cifras que 
conocemos y que fueron mostradas en esta Comisión de parte del Ministerio del Interior llegan hasta el 
2005. A partir de ese año hay otro tipo de información, como la contenida en los comentarios que 
fueron consignados en la versión taquigráfica de la sesión pasada de la Comisión. Como todos saben, 
la gráfica que se mostró aquí se interrumpe en el año 2005. Luego viene la valoración sobre lo que 
ocurrió a partir de ese año y se dan dos interpretaciones. Por un lado, el Ministerio del Interior sostiene 
que el ritmo de crecimiento de la población privada de libertad se está enlenteciendo y que cabe prever 
una tasa anual de crecimiento de alrededor de un 5%, llegando incluso a descender a un 3% o un 4%. 
La explicación que se da para este enlentecimiento del ritmo de crecimiento es el impacto de la 
remisión de la pena, instituto consagrado por la Ley N* 17.897. Por otro lado, la lectura de la realidad 
que estamos haciendo y su valoración, es algo distinta. En lo personal, considero que el ritmo de 
crecimiento anual, si no se introduce un correctivo o se hace una intervención radical, será del 10%. En 
cuanto a esto, quiero hacer una especial mención a la parte final del mensaje a la Asamblea General, 
donde explicamos que la proyección no es la pintura de una catástrofe sino, en todo caso, un planteo 
hipotético de lo que podría llegar a ocurrir si no se realiza una intervención radical, que es lo que 
esperamos que suceda. En ese sentido, comparto las expresiones del señor Legislador Bernini en el 
sentido de que si no creyera que es posible modificar esa tendencia, me iría para mi casa. Está claro 
que hago un razonamiento similar al que formuló el señor Legislador en la sesión pasada de esta 
Comisión. Reitero que si no creyera que es posible revertir esa línea que eventualmente nos llevaría a, 
dentro de un tiempo, superar los 10.000 y llegar a una cifra inimaginable para nosotros, realmente me 
dedicaría a otra cosa. Entonces, el escenario de la proyección es hipotético y lo planteamos con el 
criterio que adelantamos en el primer informe, en el sentido de que una advertencia es un acto de 
optimismo. Como decía el gran criminólogo noruego Niels Kristen, una advertencia es un acto de 
optimismo porque implica la posibilidad o la creencia de que es posible modificar la realidad. 


Si tomamos los datos desde 1990 en adelante -aclaro que podríamos haber tomado el año 
1988, como hizo el Ministerio del Interior, porque no modifica demasiado-, vemos que el cambio en la 
serie, es decir, la inversión de la tendencia al crecimiento se produce en los años 2005 y 2006, por la 
obvia razón de la liberación de aproximadamente 830 personas privadas de libertad, luego de la 
aplicación del régimen excepcional establecido en el Capítulo | de la Ley de Humanización de 
Cárceles. Sin embargo, entendemos que esta es una inversión transitoria y que la tendencia al 
crecimiento se retomó en el 2007, tal como lo informamos al Parlamento. Además, entendemos que el 
impacto del instituto de la remisión de la pena todavía no es lo suficientemente fuerte como para 
revertir el mayor número de personas privadas de libertad. Comparto con el Ministerio del Interior que 
aquí la mayor cantidad de personas presas no se debe al crecimiento vegetativo de la población y a 
otros factores, sino simplemente a que en este país la política criminal sigue priorizando el uso de la 
prisión preventiva que, en la práctica, opera como un adelanto de pena. 


Es verdad y comparto que, tal como lo señalan las autoridades del Ministerio del Interior, la 
densidad del sistema bajó. Cabría preguntar cómo es posible que si en 2007 tenemos 
aproximadamente la misma cantidad de personas privadas de libertad que antes de la aprobación de la 
ley, hoy el sistema esté menos congestionado y su densidad sea menor. Sin duda, la explicación está 
dada en las nuevas plazas que se han sumado últimamente. El problema es que el año que viene no 
vamos a tener 1.000 plazas para agregar. Dicho de otra manera, probablemente tengamos menos de 
1.000 personas privadas de libertad -eso espero- pero no vamos disponer de otras 1.000 plazas. 


Por allí es que realizamos la advertencia. 


He buscado la manera más sencilla de explicar a la Comisión cuál es el criterio por el que 
llego a esta valoración de un 10% anual. Me voy a remitir a un ejemplo de hoy, concretamente, el 
COMCAR, para evitar el ingreso en discusiones que de pronto nos alejarían de nuestro objetivo. En lo 
que va de 2008, en 105 días, en el COMCAR ingresaron 755 personas y salieron 471, por distintos 
conceptos -entre otros, libertades anticipadas-, lo que arroja un crecimiento de 284 personas que 
pasaron a estar privadas de su libertad. Repito: 105 días, 284 personas más. 


No pretendo hacer una proyección al año 2015.¡Ojalá que los Jueces otorguen más 
libertades! ¡Ojalá que los Jueces procesen más personas sin prisión y menos con prisión! En tal 
sentido, el Parlamento y este asesor tienen mucho para hacer. Pero si se mantiene el escenario, o sea, 
si no se produce un cambio, la regla simple de tres me da que a fin de año serían más de 900 
personas. Supongamos por un momento que se detiene el crecimiento en todo el país, esto es, no 
ingresa nadie en Rivera y en Maldonado, que son los lugares en los que entra más gente -a modo de 
ejemplo, señalo que entre una visita y otra en Rivera pasamos de 247 a 264 en un mes y que, en 


Maldonado, la cifra sigue aumentando- y que empiezan a nivelarse las libertades en esos 
departamentos y en todo el país; solamente el COMCAR daría un escenario proyectado del 10%. 


Entonces, ¿cuál de los dos escenarios aparece como más posible? El de 5% que vaticina el 
Ministerio del Interior, o el de 10%? Francamente, con lo que ya viene ocurriendo en estos 105 días de 
2005, tendría que haber un cambio demasiado importante para llegar a fin de año con ese 5%. Ese 
cambio significaría que en el futuro tendrían que entrar muchas menos personas, que tendrían que salir 
muchas más y que el saldo acumulado debería ser la mitad del actual. 


A efectos de explicar a la Comisión por qué llegamos a este porcentaje, busqué este sencillo 
ejemplo relacionado con el COMCAR, que podrá compartirse o no, pero puedo asegurar que las cifras 
son así y, si lo consideran necesario, las pueden verificar: 755 ingresos y 471 libertades en 105 días. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Son casos relacionados con rapiñas? 
SEÑOR GARCÉ.- En general, continúan predominando los delitos contra la propiedad. 


Además, los nuevos ingresos siguen siendo de personas jóvenes y, muchos de ellos, con 
problemas de consumo de drogas, en particular, pasta base. Ese es el perfil que tenemos todos los 
días. 


Aquí finaliza mi exposición, y con mucho gusto quedo a disposición de las señoras y señores 
Legisladores para contestar sus preguntas. 


SEÑOR BERNINI.- Antes que nada, me gustaría que aclaráramos el marco en el que vamos a 
continuar la sesión. Son las 19 horas y no sé si vamos a culminar este análisis hoy o si lo 
continuaremos en otra sesión. Por mi parte, tendría muchos temas para plantear y preguntar, pero 
quizás la hora no sea la más adecuada. A su vez, el método utilizado por el señor Comisionado ha 
sido el de desarrollar su informe sobre la base de las respuestas brindadas por las señora Ministra del 
Interior. Está bien, es una forma de encararlo, pero quizás ameritaría que le remitiéramos la versión 
taquigráfica para que a su vez nos diera su respuesta, con lo cual esto se podría convertir en algo de 
nunca acabar. 


En todo caso, señora Presidenta, haremos un esfuerzo para tratar de sacar lo positivo que 
tiene el informe, en tanto es una constatación de la realidad, más allá de asumir las contradicciones 
instaladas. 


En concreto, me interesaría saber cuánto tiempo más durará la sesión; no es mi intención 
acaparar el uso de la palabra porque sé que otros Legisladores también desean participar. Advierto 
que, en lo personal, debo retirarme a la hora 19 y 30 minutos ya que debo cumplir con otro 
compromiso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Comisionado Parlamentario ha hecho una detallada exposición y, sin 
dudas, hay varios Legisladores que pretenden intervenir y formular preguntas. 


SEÑOR BERNINI.- A los efectos de respetar el tiempo de todos y procurando evitar que alguien quede 
con cosas por decir, mociono para que hagamos un cuarto intermedio hasta la próxima semana. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengan presente que he asumido algún compromiso con los Legisladores 
del interior en cuanto ellos tienen alguna dificultad. Precisamente, les planteé la posibilidad de 
reunirnos en el día de hoy porque aún estamos en el período de sesiones ordinarias que, como todos 
sabemos, van hasta el 18 de cada mes. Por lo tanto, no puedo asegurar que ellos estén en condiciones 
de asistir la próxima semana. Naturalmente, haremos las consultas pertinentes. 


Por otra parte, no sé si la propuesta del señor Legislador Bernini implica levantar la sesión en 
este momento, o seguir deliberando hasta determinada hora. 


SEÑOR BERNINI.- La idea es que no comencemos a hablar porque en ese caso, por la vía de los 
hechos, después tendremos que seguir. Entonces, deberíamos dar por finalizada la sesión y hacer las 


consultas del caso para fijar una nueva reunión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la medida en que esas consultas arrojen resultados positivos, 
convocaríamos a la Comisión para la semana próxima; en caso contrario, nos reuniríamos el segundo 
jueves de mayo. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 14 minutos) 
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